
 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

 

Señor(a).  

JUEZ (6) SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

Doctora BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co 

CARRERA 23 Nª 21-48 Palacio Nacional Fanny Gonzalez Franco 

E.            S.          D.  

 

Radicado: 17001333900620190004000 

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 

Demandante: CLAUDIA LILIANA ÁLVAREZ USMA 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 

 

Asunto: CONTESTACION DE DEMANDA.  

 

DIANA CRISTINA BOBADILLA OSORIO, identificada como aparece al pie de mi firma, 

abogada en ejercicio, actuando en calidad de apoderada sustituta de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, conforme al poder especial otorgado por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA 

RIOS, apoderado general de la entidad; por medio de la presente escrito, respetuosamente 

acudo a su H. despacho para presentar CONTESTACIÓN DE DEMANDA dentro del proceso 

de la referencia en los siguientes términos:  

 

LA NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DE LA 

FINALIDAD DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL: 

 

Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las 

prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados, efectuando el pago de 

dichas prestaciones, que correspondan al personal afiliado y garantizando la prestación de 

los servicios médico-asistenciales, entre otros aspectos. 

 

Los recursos de esta cuenta especial por mandato legal son administrados en fiducia, entre 

otras por Sociedades Fiduciarias de naturaleza pública,  en los siguientes términos:  

 

“(…) Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán 

manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual 

el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional 

suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las 

estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y 

fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la 

sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato 

podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  

  

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 

descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 

unidad.”  

  

Artículo 4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las 

prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren 

vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con 

observancia del Artículo 2o, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán 

automáticamente afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a 

la fecha de la promulgación de la presente Ley, quienes quedan eximidos del 

requisito económico de afiliación. Los requisitos formales que se exijan a éstos, para 

mejor administración del Fondo, no podrán imponer renuncias a riesgos ya asumidos 

por las entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en los 

convenios interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá cumplir 

todos los requisitos de afiliación de naturaleza formal o normativa y económica.1   

 

En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha 

considerado que, (i) se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, sin personería jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de 

Economía Mixta, de carácter indirecto del orden nacional, (Fiduciaria La Previsora S.A.), 

vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica y autonomía 

administrativa. 

 

Por lo anterior, la misma normativa que crea el fondo, establece el mecanismos por el cual 

este actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello que la norma 

preestablece que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una 

entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 

capital. En cumplimiento de la misma, el Ministerio de Educación Nacional y la Compañía 

Fiduprevisora S.A., suscribieron: “CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue 

protocolizado mediante escritura pública N° 83 del veintiuno (21) de junio de 1990, en la 

notaria Cuarenta y Cuatro (44), del círculo notarial de Bogotá D.C., en el cual La Nación, 

Ministerio de Educación, fungen como Fideicomitente y la compañía Fiduprevisora como 

la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir una fiducia mercantil sobre los Recursos 

que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en adelante –EL 

FONDO-, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, invierta y destine al 

cumplimiento de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las instrucciones que le 

sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.  

 

El fundamento de la intervención procesal por parte de la FIDUCIARIA, se encuentra en el 

cumplimiento de sus obligaciones de carácter legal dado los elementos “naturales” del 

contrato, es así como el código de comercio en su artículo 1234 Numeral cuarto reza: 

 

                                                             
1 Ley 91 de diciembre 29 de 1989: Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; 
(negrillas fuera de texto). 
 
 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

“ARTICULO 1234. <OTROS DEBERES INDELEGABLES DEL FIDUCIARIO>. Son deberes 

indelegables del fiduciario, además de los previstos en el acto constitutivo, los 

siguientes: 

 

1) Realizar diligentemente todos los actos necesarios para la consecución de la 

finalidad de la fiducia; 

 

2) Mantener los bienes objeto de la fiducia separado de los suyos y de los que 

correspondan a otros negocios fiduciarios; 

 

3) Invertir los bienes provenientes del negocio fiduciario en la forma y con los requisitos 

previstos en el acto constitutivo, salvo que se le haya permitido obrar del modo que 

más conveniente le parezca; 

 

4) llevar la personería para la protección y defensa de los bienes fideicomitidos contra 

actos de terceros, del beneficiario y aún del mismo constituyente; 

 

5) Pedir instrucciones al Superintendente Bancario cuando tenga fundadas dudas 

acerca de la naturaleza y alcance de sus obligaciones o deba apartarse de las 

autorizaciones contenidas en el acto constitutivo, cuando así lo exijan las 

circunstancias. En estos casos el Superintendente citará previamente al fiduciante y 

al beneficiario; 

 

6) Procurar el mayor rendimiento de los bienes objeto del negocio fiduciario, para lo 

cual todo acto de disposición que realice será siempre oneroso y con fines lucrativos, 

salvo determinación contraria del acto constitutivo; 

 

7) Transferir los bienes a la persona a quien corresponda conforme al acto constitutivo 

o a la ley, una vez concluido el negocio fiduciario, y 

 

8) Rendir cuentas comprobadas de su gestión al beneficiario cada seis meses.”2 

 

 Ahora bien, una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN, FIDUPREVISORA y FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES  SOCIALES DEL 

MAGISTERIO “FOMAG”, es preciso referirnos a la demanda de la referencia para dar 

contestación bajo los siguientes parámetros. 

 

PRONUCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES OPOSICIÓN A  

LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

Me permito Señor Juez, Formular el siguiente pronunciamiento expreso y respetuoso, sobre 

las pretensiones de la demanda, manifestando mi oposición a todas y cada una de ellas, 

en la medida en que el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, no es la Entidad llamada a 

responder sobre estos temas, que versan sobre el reconocimiento, liquidación y pago de 

pensiones de los afiliados. 

 

PRONUNCIAMIENTO A LOS HECHOS 

 

                                                             
2 Código de Comercio Colombiano; Artículo: 1234. Negrillas fuera de texto 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Los hechos y afirmaciones contenidos del numeral 1 al 5, sustento del medio de control de 

la referencia solo pueden ser verificados con la historia laboral y/o pensional de la 

accionante la cual reposa en los archivos de la entidad Territorial a la que estaba vinculada 

la docente, por tanto, en principio la entidad que represento considera que deben 

probarse dentro de la controversia los supuestos facticos alegados en el escrito 

demandantorio. En consecuencia no atenemos a lo que resulte probado en el plenario. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA 

 

SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 

 

La Ley 100 de 1993, exceptuó del Sistema Integral de Seguridad Social contenido en ella, a 

los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal como 

lo expresa en su artículo 279:  

 

ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 

presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni 

al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule 

a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las 

Corporaciones Públicas. 

 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles 

con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la 

expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, 

de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 

 

Por ello, las prestaciones sociales del magisterio se gobiernan por las disposiciones de la Ley 

91 de 1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”. 

 

Esta situación jurídica se reiteró con las Leyes 60 de 1993 y Ley 115 de 1994, que definieron 

el régimen prestacional aplicable a los docentes nacionales o nacionalizados, así:  

  
Ley 60 de 1993, artículo 6º:  

  

“El régimen prestacional aplicable a los actuales docentes nacionales o nacionalizados 

que se incorporen a las plantas departamentales o distritales sin solución de continuidad y 

las nuevas vinculaciones será el reconocido por la Ley 91 de 1989, y las prestaciones en ellas 

reconocidas serán compatibles con pensiones o cualquier otra clase de remuneraciones. 

El personal docente de vinculación departamental, distrital y municipal será incorporado al 

Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio y se les respetará el régimen prestacional 

vigente de la respectiva entidad territorial. 

  

Ley 115 de 1994, artículo 115: 

 

“Régimen especial de los educadores estatales. El ejercicio de la profesión docente estatal 

se regirá por las normas del régimen especial del Estatuto Docente y por la presente Ley. El 

régimen prestacional de los educadores estatales es el establecido en la Ley 91 de 1989, en 

la Ley 60 de 1993 y en la presente ley” (…) 

 

Al respecto, la Ley 91 de 1989 señaló en su artículo 15, que el reconocimiento de las 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

prestaciones sociales de los docentes nacionales vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, se efectuará de acuerdo con el régimen prestacional que han venido gozando en 

cada entidad territorial; en tanto que, para los docentes nacionalizados vinculados a partir 

del 1 de enero de 1990, se rigen por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos 

del orden nacional, reguladas anteriormente por los Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 

1045 de 1978. 

 

En este sentido, dispuso:  

  
“ARTÍCULO 15.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por 

las siguientes disposiciones: 

  

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 

para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 

prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las 

normas vigentes. 

  

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos 

de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a 

los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 

1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” 

  

En este orden de ideas, el Decreto 3135 de 1968, “Por el cual se prevé la integración de la 

seguridad social entre el sector público y el privado y se regula el régimen prestacional de 

los empleados públicos y trabajadores oficiales”, y que cobijó a algunos servidores de los 

entes territoriales, preceptuó:   

 

“ARTÍCULO 27. Pensión de jubilación o vejez. El empleado público o trabajador oficial que 

sirva veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 años si es varón, o 

50 si es mujer, tendrá derecho a que por la respectiva entidad de previsión se le pague una 

pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al 75% del promedio de los salarios 

devengados durante el último año de servicio”. 

 

No obstante, con la aparición de la Ley 33 de 1985, las disposiciones del artículo 27 de 

decreto 3135 de 1968 y aún las del literal b) del artículo 17 de la Ley 6ª de 1945, fueron 

derogadas, siendo aplicable actualmente a los empleados oficiales de todos los órdenes, 

lo previsto en el artículo 1º y 25 de la Ley 33 de 1985, frente a la pensión ordinaria de 

jubilación. 

 

De otra parte, el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, “Por la cual se aprueba el Plan Nacional 

de Desarrollo 2003 – 2006, hacia un Estado comunitario”, dispuso: 

 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 

prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren 

vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley” (...) 

 

Así las cosas, ha sido aceptado que el régimen prestacional de los docentes vinculados al 

servicio público educativo oficial, es el establecido para el magisterio en las disposiciones 

vigentes con anterioridad a la expedición de la Ley 812, es decir, al 26 de junio de 2003.   



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

De lo anterior resulta que el régimen prestacional de los docentes nacionales, 

nacionalizados y territoriales, es el aplicado a todos los empleados públicos regidos por la 

Ley 33 de 1985, en los términos del artículo 1º:  

 

“El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y 
llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de 

Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y 

cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 

último año de servicio…” 

 

En consecuencia, a los docentes nacionales, se les debe liquidar su pensión con el 75% de 

los factores que hayan servido de base para calcular los aportes durante al último año de 

servicio. 

 

Por las razones expuestas, deben denegarse las pretensiones de la demanda para en su 

lugar declarar probadas los medidos exceptivos que se pasan a exponer.   

 

IV. EXCEPCIONES DE MERITO 

 

I. INEPTITUD SUSTANCIAL DE LA DEMANDA POR FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 

POR PASIVA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO PARA EL 

RECONOCIMIENTO DE UN VINCULO LABORAL CON EL SISTEMA OPS, 

 

En razón de la modificación introducida por el artículo 57 ya mencionado a lo largo del 

presente escrito, me permito proponer la presente excepción con base en que la norma 

evidencia la clarísima intención del legislador, de evitar que el patrimonio autónomo 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO continúe pagando de sus recursos, 

indemnizaciones de carácter económico por vía judicial o administrativa. 

 

En este orden de ideas, el FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO se 

encuentra autorizado para pagar de su propios recursos, únicamente en aquellos casos en 

los cuales el docente demuestre de forma efectiva que no le fueron pagadas las 

CESANTÍAS. En el presente asunto la reclamación judicial del docente busca el 

reconocimiento de una vinculación laboral de la cual la entidad que represento no tiene 

ninguna injerencia, al no ser el empleador de la docente demandante. 

 

En virtud de lo anterior, se entiende entonces que no existe legitimación en la causa por 

pasiva del FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, dado que la modificación 

normativa introducida, traslada cualquier obligación de pago derivada del retardo en el 

pago de las cesantías a la entidad territorial certificada y a la Fiduciaria administradora y 

vocera del patrimonio autónomo. 

 

II. EXCEPCIÓN GENÉRICA. 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 

excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental 

no es la relación del hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba de 

los mismos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá 

reconocerla oficiosamente. 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, 

así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de 

conformidad con el ordenamiento procesal. 

 

V. PETICIONES 

 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito se 

denieguen las pretensiones de la misma, pues de la demanda se desprende que a la 

entidad que represento no le asiste dentro del resorte de su competencia el reconocimiento 

de la vinculación de que alega la docente.  

 

VI. PRUEBAS 

 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

VII. ANEXOS 

 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

 

EL MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL las recibirá por intermedio de la Señora Ministra 

de Educación, en la Calle 43 # 57-14, Centro Administrativo Nacional (CAN), Bogotá D.C., 

y/o en el correo o dirección electrónica, exclusivamente para notificaciones judiciales: 

notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co. 

 

EL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA FIDUPREVIORA en la 

secretaria de su despacho o en Calle 72 N° 10 – 03 piso 4, y/o en el correo electrónico 

notjudicial@foduprevisora.com.co; procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co.   

 

La suscrita apoderada, las recibiré en la secretaria de su despacho, en Calle 72 N° 10 – 03 piso 4 

y/o en el correo electrónico procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

 

 

 

 

Del señor Juez, 

 

 

 

 

DIANA CRISTINA BOBADILLAOSORIO 

C.C. No. 52.352.178 de Bogotà 

T.P. No. 159.126 del C.S de la J. 
 


